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4170 ORDEN de 4 de febrero de 1998 por la que se modifican
determinados artículos de la de 28 de febrero de 1997, por
la que se establecen las bases reguladoras para la concesión
de subvenciones sometidas al régimen general de subven-
ciones del Área de Asuntos Sociales del Ministerio de Tra-
bajo y Asuntos Sociales y de sus organismos adscritos.

La Orden de 28 de febrero de 1997 estableció, con carácter permanente,
las bases reguladoras para la concesión de subvenciones sometidas al régi-
men general de subvenciones del Área de Asuntos Sociales del Ministerio
de Trabajo y Asuntos Sociales, de conformidad con lo previsto en el artícu-
lo 81.6 de la Ley General Presupuestaria y en el Real Decreto 2225/1993,
de 17 de diciembre, por el que se aprueba el Reglamento de Procedimiento
para la Concesión de Subvenciones Públicas.

Por la presente Orden se vienen a colmar determinadas lagunas apre-
ciadas en las mencionadas bases reguladoras, a la vez que se introducen
previsiones o modificaciones que traen causa en preceptos legales de nueva
vigencia o que responden a criterios tendentes a optimizar los recursos
disponibles.

En su virtud, en ejercicio de las facultades que me otorga el artícu-
lo 81.6 del texto refundido de la Ley General Presupuestaria, previo informe
de la Abogacía del Estado en el Departamento, dispongo:

Artículo único.

Se modifican los artículos 5, 6, 10, 11, 13 y 16 de la Orden de 28
de febrero de 1997, en los términos siguientes:

1. Se modifican el inciso final del párrafo segundo del apartado 1.1,
el apartado 2.1.a) y el párrafo segundo del apartado 2.2 del artículo 5
que quedan redactados como sigue:

Apartado 1.1. Párrafo segundo, inciso final:

«... y en las Delegaciones y Subdelegaciones del Gobierno.»

Apartado 2.1.a):

«Deberá acompañarse a la solicitud una Memoria explicativa
de las características sustanciales de la entidad solicitante, así como
otra Memoria por cada uno de los programas para los que se solicita
subvención. Dichas Memorias se formalizarán en los modelos que
se distribuyan en el ejercicio correspondiente a cada convocatoria
y que podrán ser recogidos en los lugares establecidos en el aparta-
do 1.1 del presente artículo.»

Apartado 2.2. Párrafo segundo:

«Los gastos del personal en régimen de arrendamiento de ser-
vicios, que tendrán siempre carácter excepcional, se admitirán en
los casos en que, por las especiales características del programa,
no resulte adecuado el desarrollo de las actividades concretas de
que se trate por el personal sujeto a la normativa laboral vigente.
Estos gastos quedarán también afectados, con carácter general, por
las limitaciones señaladas en el párrafo anterior, pudiéndose esta-
blecer excepciones a dichas limitaciones, en las instrucciones de
justificación que a tal efecto se dicten, por razón de la naturaleza
de la actividad.»

2. El apartado 1.e) del artículo 6 queda redactado como sigue:

«e) Presupuesto y financiación: Se valorará el volumen del pre-
supuesto de la entidad en el último año, su patrimonio, así como
la financiación obtenida de otras instituciones y su capacidad para
movilizar recursos de otros entes públicos y/o privados, primándose
a las entidades que presenten una capacidad de financiación pri-
vada de, al menos, el 10 por 100 de su presupuesto total de ingresos.»

3. Se añade un nuevo apartado al artículo 6.1, con la redacción siguiente:

«i) Adecuación de recursos humanos: Se valorarán las líneas
de actuación de la entidad en materia de gestión de los recursos
humanos que se adscriben a los diferentes programas, teniendo
en cuenta: 1. La naturaleza, características y duración de la con-
tratación del personal asalariado preeexistente y de nueva incor-
poración. 2. Que los criterios de contratación de personal con-
tribuyan al fomento de la integración laboral de las personas con

minusvalía, así como de otros grupos sociales sobre los que existen
medidas especiales de fomento de empleo. 3. La adecuada com-
binación del personal asalariado con el personal voluntario de la
organización en función de las tareas que a uno y a otro se asignen
en consideración al grado de especialización, dedicación y esta-
bilidad que dichas tareas requieran.»

4. Se modifica el párrafo tercero del artículo 10, que queda redactado
como sigue:

«Las resoluciones de las solicitudes de modificación se dictarán
por el/la Director/a general de Acción Social, del Menor y de la
Familia, en quien se delega el ejercicio de esta competencia, y por
los/las Directores/as del Instituto de Juventud, del Instituto de la
Mujer y del Instituto de Migraciones y Servicios Sociales, en el
plazo máximo de dos meses, a contar desde la fecha de presentación
de aquéllas en el Registro. Transcurrido este plazo sin que haya
recaído resolución expresa, se entenderá estimada la solicitud, de
acuerdo con lo previsto en el artículo 43.2 de la Ley de Régimen
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento
Administrativo Común.»

5. Se modifica el último inciso del apartado i) del artículo 11, que
queda redactado como sigue:

«De no aplicarse a los supuestos señalados, el órgano competente
para resolver las solicitudes de modificación, conforme a lo previsto
en el artículo 10, a propuesta de la organización o entidad adju-
dicataria, podrá autorizar su aplicación a otros de los fines sociales
previstos en la misma convocatoria, siendo procedente su devo-
lución en cualquier otro caso.»

6. Se añade un último apartado al artículo 11, con la redacción siguiente:

«k) Tener suscrita póliza de seguro de accidentes y enfermedad
y de responsabilidad civil a favor del personal voluntario que par-
ticipa en los programas subvencionados, conforme a lo exigido en
los artículos 6.d) y 10 de la Ley 6/1996, de 15 de enero, del Volun-
tariado.»

7. Se añade un último párrafo al apartado 1.1 del artículo 13, con
la siguiente redacción:

«La relación del personal voluntario que ha participado en el/los
programa/s subvencionado/s con expresión de los costes derivados
de su aseguramiento obligatorio, que podrán ser imputados al con-
cepto de mantenimiento y actividades.»

8. Se modifica el párrafo segundo del artículo 16.2, que queda redac-
tado como sigue:

«El procedimiento declarativo de incumplimiento y de proce-
dencia del reintegro se iniciará de oficio como consecuencia de
la propia iniciativa del órgano convocante, una vez revisada la docu-
mentación justificativa del gasto de la subvención y no hallada com-
pleta y conforme en todo o en parte, o ante la detección de cualquiera
de las restantes causas de reintegro.

También procederá la iniciación de oficio del procedimiento
como consecuencia de una orden superior, de la petición razonada
de otros órganos que tengan o no atribuidas facultades de inspección
en la materia, o de la formulación de una denuncia.

En cualesquiera de los supuestos, la incoación del procedimiento
irá precedida de las diligencias previas de revisión o comprobación
de la concurrencia de la causa de iniciación, pudiendo habilitarse
un plazo no superior a veinte días para la subsanación de omisiones
y/o defectos de la justificación presentada por las entidades sub-
vencionadas.»

Disposición transitoria única.

Lo establecido en los apartados 1, 2, 3, 6 y 7 del artículo único de
la presente Orden será de aplicación a los procedimientos de concesión
de subvenciones que se convoquen a partir de su entrada en vigor. Lo
dispuesto en los apartados 4, 5 y 8 se aplicará a los procedimientos de
modificación o de reintegro que se inicien a partir de la fecha de entrada
en vigor de la presente Orden o se hallen en tramitación por los diferentes
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centros directivos competentes, en dicha fecha, cualquiera que sea la con-
vocatoria a que correspondan los expedientes de subvenciones de los que
traen causa dichos procedimientos.

Disposición final única.

La presente Orden entrará en vigor el día siguiente al de su publicación
en el «Boletín Oficial del Estado».

Madrid, 4 de febrero de 1998.
ARENAS BOCANEGRA

MINISTERIO
DE INDUSTRIA Y ENERGÍA

4171 RESOLUCIÓN de 2 de febrero de 1998, de la Dirección Gene-
ral de Tecnología y Seguridad Industrial, por la que se
dispone la publicación del Convenio de colaboración entre
el Ministerio de Industria y Energía y la Consejería de
Industria y Comercio de la Comunidad Autónoma de Cana-
rias, para la ejecución de los programas contemplados en
la Iniciativa ATYCA.

Habiéndose suscrito, con fecha 27 de enero de 1998, Acuerdo de cola-
boración entre el Ministerio de Industria y Energía y la Consejería de
Industria y Comercio de la Comunidad Autónoma de Canarias para la
ejecución de los programas contemplados en la Iniciativa ATYCA, esta
Dirección General de Tecnología y Seguridad Industrial, en ejecución de
lo dispuesto en el punto 9 del Acuerdo del Consejo de Ministros de 2
de marzo de 1990, sobre Convenios de colaboración entre la Administración
del Estado y las Comunidades Autónomas, ha dispuesto se publique en
el «Boletín Oficial del Estado», el texto del Convenio que figura como anexo
a esta Resolución.

Lo que se hace público a los efectos oportunos.

Madrid, 2 de febrero de 1998.—La Directora general, Elisa Robles Fraga.

ANEXO

Acuerdo de colaboración entre el Ministerio de Industria y Energía

y la Consejería de Industria y Comercio de la Comunidad Autónoma

de Canarias para la ejecución de los programas contemplados en la

Iniciativa ATYCA.

En Madrid a 27 de enero de 1998.

REUNIDOS

De una parte, el excelentísimo señor don Josep Piqué i Camps, Ministro
de Industria y Energía, cargo que ostenta en virtud del nombramiento
efectuado por el Real Decreto 762/1996, de 5 de mayo, actuando en el
ejercicio de la competencia delegada por Acuerdo del Consejo de Ministros
de 21 de julio de 1995, para la celebración de Convenios de colaboración
con las Comunidades Autónomas.

De otra parte, el excelentísimo señor don Francisco de la Barreda Pérez,
Consejero de Industria y Comercio, cargo que ostenta en virtud del nom-
bramiento efectuado por Decreto 147/1996, de 21 de mayo, actuando en
nombre y representación de la Comunidad Autónoma de Canarias, en
virtud de lo dispuesto en el artículo 29K de la Ley Territorial 14/1990,
de 26 de julio, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas de
Canarias.

EXPONEN

Primero.—Que para la ejecución de la Iniciativa ATYCA, el Ministerio
de Industria y Energía ha promulgado la Orden de 25 de abril de 1997
por la que se aprueban las bases reguladoras y la convocatoria para la
concesión de ayudas en el trienio 1997/1999 en relación con la Iniciativa

de Apoyo a la Tecnología, la Seguridad y la Calidad Industrial (ATYCA),
«Boletín Oficial del Estado» de 6 de mayo de 1997.

Segundo.—Que en la disposición adicional segunda de dicha Orden se
establece que se podrán suscribir Convenios de colaboración con las Comu-
nidades Autónomas para la ejecución del régimen de ayudas contemplados
en la Iniciativa ATYCA.

Tercero.—Que la Administración General del Estado actúa en virtud
de las competencias exclusivas reservadas al Estado por el artículo 149.1.15
de la Constitución Española, sobre fomento y coordinación de la inves-
tigación científica y técnica.

Que la Comunidad Autónoma de Canarias actúa en virtud de sus com-
petencias exclusivas en materia de investigación científica y técnica, en
coordinación con el Estado (artículo 30.8) y de industria, sin perjuicio
de lo que determinen las normas del Estado por razones de seguridad,
sanitarias y de interés militar... (artículo 31.2) de la Ley Orgánica 10/1982,
de 10 de agosto, de Estatuto de Autonomía de Canarias, modificada por
la Ley Orgánica 4/1996, de 30 de diciembre.

Cuarto.—Que con objeto de obtener la mayor eficacia en la ejecución
de las acciones estatal y autonómica, el Ministerio de Industria y Energía,
y la Consejería de Industria y Comercio de la Comunidad Autónoma de
Canarias convienen establecer el presente Acuerdo, para una regulación
coordinada de sus respectivas actuaciones, en el marco de la Iniciativa
ATYCA.

En consecuencia se formaliza el presente Acuerdo de colaboración con
arreglo a las siguientes:

CLÁUSULAS

Primera.—Constituye el objeto del presente Acuerdo establecer el cauce
de colaboración entre el Ministerio de Industria y Energía y la Consejería
de Industria y Comercio de la Comunidad Autónoma de Canarias para
la ejecución de los programas contemplados en la Iniciativa ATYCA, en
los siguientes ámbitos:

Tecnología industrial.
Desarrollo y diseño industrial.
Seguridad y calidad industrial.

Segunda.—A tal fin, ambas partes se comprometen a facilitar que las
empresas o entidades a las que se dirige la Iniciativa ATYCA puedan soli-
citar y obtener de las Administraciones firmantes, el apoyo técnico y finan-
ciero que dicha iniciativa establece, en los términos previstos en la corres-
pondiente Orden.

Tercera.—Las solicitudes de concesión de las ayudas a que se refiere
la Orden en los ámbitos anteriormente citados, correspondientes a empre-
sas radicadas en el territorio de la Comunidad Autónoma de Canarias,
podrán presentarse en el Registro General del Ministerio de Industria y
Energía, de la Consejería de Industria y Comercio de la Comunidad Autó-
noma de Canarias o en cualquier otro de los previstos en el artículo 38
de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Admi-
nistraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

El Ministerio de Industria y Energía remitirá la relación de todas las
solicitudes que reciba, referentes a las empresas radicadas en el territorio
de la Comunidad Autónoma de Canarias. Por su parte, la Consejería de
Industria y Comercio de esta Comunidad Autónoma, enviará al Ministerio
los expedientes recibidos por ella, y solicitará a este departamento, si
lo considera oportuno, copia de los expedientes de especial interés en
el ámbito de la Comunidad Autónoma.

Cuarta.—Se crea un Comité conjunto para el seguimiento de las actua-
ciones previstas en el presente Acuerdo con la siguiente composición:

Por parte del Ministerio de Industria y Energía, los Subdirectores gene-
rales de Tecnologías Industriales, Programas Tecnológicos, Innovación e
Infraestructuras Tecnológicas y Calidad y Seguridad Industrial de la Direc-
ción General de Tecnología y Seguridad Industrial; el Subdirector general
de Análisis y Programas Industriales de la Dirección General de Industria;
y un funcionario de la Dirección General de Tecnología y Seguridad Indus-
trial, que actuará de Secretario del Comité.

Por parte de la Consejería de Industria y Comercio, el Director general
de Ordenación y Fomento Industrial (o persona que le represente), acom-
pañando de los vocales designados por el mismo que considere oportuno.

Asimismo, por parte de la Administración General del Estado, el Direc-
tor del Área funcional de Industria y Energía en la Comunidad Autónoma
de Canarias con el conocimiento del Delegado del Gobierno en la Comu-
nidad Autónoma de Canarias.


